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La nueva Cartera de Servicios
Grupo de Análisis Sanitario de la SEMG

El Ministerio de Sanidad y Consumo convocó a las
Comunidades Autónomas al Consejo Interterritorial del
Sistema Nacional de Salud que se celebraba el pasado
mes de marzo. Como todos sabemos, el Pleno del
Consejo Interterritorial es el órgano en el que se plasma
la coordinación entre la administración central y las
administraciones autonómicas en materia sanitaria.
Para su desarrollo, usualmente, el Ministerio de
Sanidad y Consumo propone un orden del día que
contiene una lectura y aprobación de las actas de la
sesión anterior, un informe de la Secretaría sobre acti-
vidades del Consejo, la aprobación de la Memoria de
Actividades, e incluye diferentes puntos para abordar
asuntos de diversa índole. 

Esta reunión en concreto fue importante porque se
presentaron proyectos normativos entre los cuáles
podemos destacar el Real Decreto por el que se
aprueba el Estatuto de la Organización Nacional de
Trasplantes; el Real Decreto por el que se regula el pro-
cedimiento de autorización, registro y condiciones de
dispensación de los medicamentos de uso humano
fabricados industrialmente; el Real Decreto por el que
se regula el procedimiento para el establecimiento,
mediante visado de Inspección, de reservas singulares
a las condiciones de prescripción y dispensación de los
medicamentos; el Real Decreto por el que se regula la
farmacovigilancia de los medicamentos de uso humano
(orden por la que se establecen los medicamentos
prescritos que no pueden ser sustituidos por otros en la
dispensación); además de un informe sobre el programa
coordinado de control de abastecimiento de medica-
mentos, y propuestas como la de un acuerdo para la
creación de un registro de profesionales sanitarios den-
tro del sistema de información del Sistema Nacional de
Salud; una estrategia sobre cuidados paliativos en el
Sistema Nacional de Salud; la de un nuevo documento
para la declaración de las interrupciones voluntarias
del embarazo, o la propuesta de criterios para la

distribución de fondos a las Comunidades Autónomas
para programas relacionados con la prevención y pro-
moción de la salud, especialmente en el ámbito de las
enfermedades emergentes, reemergentes y de especial
relevancia (prevención y control de alcohol, accidentes
y/o embarazos no deseados, tuberculosis multirresis-
tente, gripe aviar, SIDA…).

Como vemos, un temario amplio, variado y, por lo
visto, trabajado. Se supone que una vez estudiados y
modificados o aprobados por las Comunidades, estos
temas pasan a ser la guía convergente en toda España.
Así es como se opera actualmente para administrar un
sistema nacional de salud descentralizado, en el que el
Ministerio marca una pauta que después siguen o no,
de acuerdo con su particularidades, en cada Comuni-
dad Autónoma.

Es de destacar que en el Consejo debe recogerse el
máximo exponente del acuerdo entre Ministerio y
Comunidades Autónomas respecto a lo que se debe
hacer en materia de salud. Después del periodo de
transición generado por el cambio legislativo que se
operó desde la descentralización del INSALUD,
comienza ahora una andadura más resolutiva y vale la
pena recordar algunas disposiciones vigentes que
regulan la operatividad del Consejo. Ya en el artículo
43 de la Constitución Española se reconoce el derecho
a la protección de la salud y se establece que compete
a los poderes públicos organizar y tutelar la salud
pública a través de medidas preventivas y de las pres-
taciones y servicios necesarios. Por su parte, la Ley
14/1986, General de Sanidad, señala en su artículo
3.2 que el acceso y las prestaciones sanitarias se reali-
zará en condiciones de igualdad efectiva; y en el artí-
culo 18 recoge las diferentes actuaciones sanitarias
que desarrollarán las administraciones públicas a través
de sus servicios de salud y de los órganos competentes
en cada caso. Asimismo, en el artículo 45 de esta
misma norma, se indica que el Sistema Nacional
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de Salud integra todas las funciones y prestaciones
sanitarias que son responsabilidad de los poderes
públicos para el debido cumplimiento del derecho a la
protección de la salud. Y con la aprobación del Real
Decreto 63/1995, sobre ordenación de prestaciones
sanitarias del Sistema Nacional de Salud, se definieron
los derechos de los usuarios del sistema sanitario espa-
ñol a la protección de la salud al regular, de forma
genérica, las prestaciones facilitadas por el sistema
sanitario público.

Desde entonces, se han producido avances e inno-
vaciones en la atención sanitaria que, aunque se han
ido incorporando a la práctica clínica, no han sido
objeto de una inclusión formal en el catálogo de pres-
taciones del Sistema Nacio-
nal de Salud. Más reciente-
mente, la Ley 16/2003, de
cohesión y calidad del
Sistema Nacional de Salud,
en su artículo 7.1 establecía
que el catálogo de prestacio-
nes del Sistema Nacional de
Salud tiene por objeto
garantizar las condiciones
básicas y comunes para una
atención integral continuada
y en el nivel adecuado de
atención; y señalaba que se
consideran prestaciones de atención sanitaria del
Sistema Nacional de Salud los servicios o conjunto de
servicios preventivos, diagnósticos, terapéuticos, de
rehabilitación y de promoción y mantenimiento de la
salud dirigidos a los ciudadanos; y añadía, también,
las prestaciones que comprenderá el catálogo. En el
artículo 8 de esta misma Ley se prevé que las presta-
ciones sanitarias del catálogo se harán efectivas
mediante la Cartera de Servicios Comunes que, según
prevé su artículo 20, se acordará en el seno del
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud y
se aprobará mediante Real Decreto, teniendo en cuen-
ta en su elaboración, la eficacia, eficiencia, efectividad,
seguridad y utilidad terapéuticas, así como las venta-
jas y alternativas asistenciales, el cuidado de grupos

menos protegidos o de riesgo, las necesidades socia-
les y su impacto económico y organizativo. Y paralela-
mente, el artículo 4.C matiza asimismo que los ciuda-
danos tendrán derecho a recibir, por parte del servicio
de salud de la Comunidad Autónoma en la que se
encuentren desplazados, la asistencia del Catálogo de
Prestaciones del Sistema Nacional de Salud que pudie-
ran requerir en las mismas condiciones e idénticas
garantías que los ciudadanos residentes en esa
Comunidad Autónoma. Además, en la disposición adi-
cional 5 se perfila que el Fondo de Cohesión tiene por
finalidad garantizar la igualdad de acceso a los servi-
cios públicos de asistencia sanitaria en todo el territorio
español y la atención a ciudadanos desplazados pro-

cedentes de países de la
Unión Europea o en aqué-
llos con los que España
tenga suscritos convenios de
asistencia sanitaria recípro-
ca. Por otro lado, el artículo
71.1 determina las funcio-
nes esenciales en la configu-
ración del Sistema Nacional
de Salud sobre las que el
Consejo Interterritorial del
Sistema Nacional de Salud
debatirá y, en su caso, emiti-
rá recomendaciones; entre

esas funciones recoge el desarrollo de la Cartera de
Servicios Comunes y su actualización, el establecimien-
to de prestaciones sanitarias complementarias a las
comunes por parte de las Comunidades Autónomas y
el uso tutelado.

Por lo que se refiere a la actualización, en el artícu-
lo 21 se estipula que la Cartera de Servicios se pondrá
al día mediante un procedimiento que se desarrollará
reglamentariamente y señala que las nuevas técnicas,
tecnologías o procedimientos serán sometidos a eva-
luación por el Ministerio de Sanidad y Consumo, por lo
que es preciso establecer las bases del procedimiento
para actualizar su contenido, de modo que pueda ade-
cuarse a los avances tecnológicos y a las necesidades
cambiantes de la población cubierta por el Sistema
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Nacional de Salud. De todo ello se desprende la
importancia de esta norma que, recogiendo los princi-
pios establecidos en la Constitución Española y en
otras directrices normativas, pretende garantizar la
protección de la salud, equidad y accesibilidad a la que
tienen derecho todos los ciudadanos independiente-
mente de su lugar de residencia, y hacer efectivas las
prestaciones a través de la Cartera de Servicios
Comunes del Sistema Nacional de Salud.

Como vemos, llegamos a la elección de un sistema
complejo y bastante independiente que debe acordar
las propuestas que el Estado realiza sobre sanidad
pública. Sin entrar a valorar la complejidad de este sis-
tema, podemos hacer referencia a alguno de los temas
consensuados y queremos citar especialmente el recién
aprobado Real Decreto que actualiza la Cartera de
Servicios Comunes del Sistema Nacional de Salud. En
el mismo se define el conjunto de servicios que se ofre-
cen en la actualidad al ciudadano y con él se pretende
garantizar el acceso a los mismos en condiciones igua-
litarias, ponderando una atención sanitaria de calidad,
mejorando la cohesión y la vertebración del Sistema
Nacional de Salud. El decreto estipula también el pro-
cedimiento que ha de seguirse para incorporar nuevas
prestaciones y mantener así actualizada permanente-
mente la Cartera de Servicios, abierta a los avances
científicos y tecnológicos. Lo acordado entre Ministerio
y Comunidades Autónomas tras numerosas reuniones
técnicas, en su preámbulo dice así: “El Consejo de
Ministros ha aprobado el Real Decreto que regula la
Cartera de Servicios Comunes del Sistema Nacional de
Salud y el procedimiento para su actualización. Esta
norma garantizará a los ciudadanos el derecho a reci-
bir en todas las Comunidades Autónomas las mismas
prestaciones, con las mismas condiciones e idénticas
garantías, al tiempo que les permitirá beneficiarse con
la máxima rapidez de los avances científicos y tecnoló-
gicos. Tras año y medio de reuniones y estudios se
alcanzó un consenso aceptable por todos y se sustituye
el hasta ese momento vigente que data de 1995 (...).
La Cartera de Servicios es el conjunto de técnicas, tec-
nologías o procedimientos mediante los que se hacen
efectivas las prestaciones sanitarias de salud pública,

atención primaria, atención especializada, atención de
urgencia, prestación farmacéutica, prestación ortopro-
tésica, de productos dietéticos y de transporte sanitario
de las que pueden beneficiarse los ciudadanos espa-
ñoles, independientemente de su lugar de residencia.
El objetivo de la Cartera de Servicios es garantizar las
condiciones comunes para una atención integral, con-
tinuada y equitativa en todo el territorio nacional”.

Esto significa que, tal como ocurre en estos momen-
tos, y aunque en todas las Comunidades Autónomas
existen prácticamente las mismas prestaciones sanita-
rias, los ciudadanos que necesiten una prestación no
disponible en su Comunidad y que esté incluida en esta
Cartera de Servicios Comunes, tendrán garantizada la
atención en el lugar en el que sí puedan facilitársela.
Con la elaboración de la Cartera de Servicios, el
Ministerio de Sanidad intenta sistematizar el conjunto
de prestaciones comunes que se ofrecen y se puede
afirmar que comparativamente con otros países resulta
una de las más completas del mundo.

En la actualidad, las prestaciones sanitarias son
financiadas por las Comunidades Autónomas de con-
formidad con los acuerdos de transferencias y el siste-
ma de financiación autonómica vigente. Y la nueva
cartera incluye servicios que se prestan en la actualidad
en las Comunidades Autónomas pero que no estaban
incluidos en la anterior cartera de 1995. En atención
primaria se especifican más los servicios, como es el
caso de los procedimientos diagnósticos y terapéuticos
accesibles desde atención primaria; la rehabilitación
básica; la atención paliativa a enfermos terminales; las
actividades de prevención y promoción de la salud; los
servicios de atención a la mujer, al niño, a los enfermos
crónicos, a las personas mayores y la atención domici-
liaria; o la atención a la salud bucodental, que incluye
la atención a los niños menores de 14 años y la aten-
ción a la patología aguda odontológica y las extraccio-
nes en los adultos, como hasta ahora, pero añadiendo
también el acceso a la atención bucodental para los
discapacitados. Por otro lado, se recogen algunos ser-
vicios anteriormente no citados en la normativa que
estaba vigente, como atención familiar y atención
comunitaria; información y vigilancia en protección
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de la salud; servicios específicos a la adolescencia y
grupos de riesgo; o la atención a la salud mental.

Por lo que respecta a la atención especializada, se
detalla también con más precisión el contenido de las
prestaciones, especialmente en el caso de consultas,
hospitalización de día médica y quirúrgica, rehabilita-
ción (incluyendo la del sistema cardiovascular y la
logopedia), transplantes de órganos y tejidos, técnicas
de reproducción humana asistida y atención a la salud
mental. Y en este ámbito se incluyen también en el
texto servicios no incluidos hasta ahora, como el apoyo
a la atención primaria en el alta hospitalaria y hospita-
lización a domicilio; la atención paliativa a enfermos
terminales; la tomografía por emisión de positrones
(PET) en indicaciones oncológicas; la capsuloendosco-
pia en algunas indicaciones; la radiocirugía; la hemo-
dinamia; la terapia fotodinámica en determinadas
indicaciones; la anestesia epidural para el parto nor-
mal; el tratamiento de la obesidad mórbida y los dis-
positivos intrauterinos. Se incluye también una cartera
específica de atención de urgencias, que anteriormente
no constituía una línea de prestación por sí misma. En
esta ocasión la prestación de productos ortoprotésicos
está mucho más pormenorizada, con relación tanto a
los implantes quirúrgicos (como es el caso de las pró-
tesis cardiacas o vasculares) como a las prótesis exter-
nas; se recoge como novedad respecto a la anterior
normativa la inclusión de las sillas de ruedas de alumi-
nio. En la prestación de productos dietéticos se detallan
las patologías que dan lugar a la utilización de estos
productos y se han pormenorizado los trastornos meta-
bólicos de los lípidos. Por último, puede destacarse
también que en el transporte sanitario se han clarificado
las principales situaciones en las que una Comunidad
Autónoma se hace cargo del transporte que precisen
los pacientes que reciban asistencia en otra
Comunidad. Y, además, se establece un cauce de coor-
dinación entre el Ministerio, las Comunidades Autó-
nomas y las Mutualidades de Funcionarios, a través de
la Comisión de Prestaciones, Aseguramiento y
Financiación, para lograr una mayor equidad en el
acceso de los usuarios a las prestaciones recogidas en
la cartera.




